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			A mi familia

		

	



		
			Prólogo

			 

			 

			 

			El sábado 2 de junio de 2018 recibí una llamada del presidente Pedro Sánchez. Acababa de tomar posesión en el palacio de la Zarzuela y quería que me incorporase al Gobierno de España como ministra de Economía. Tuvimos una breve conversación en la que le pregunté si estaba seguro. Era nuestro primer contacto personal y no sabía si encajaríamos para trabajar juntos ni si teníamos visiones alineadas en política económica. Le advertí que yo era una persona directa, que decía lo que pensaba, que luchaba por mis convicciones y que no me iba nada el «sí, señor». También le dije que era partidaria de una gestión fiscal responsable y rigurosa. Me confirmó que eso era lo que quería. Le pedí tiempo para pensarlo y quedamos en hablar el lunes por la noche.

			Lo primero que hice fue consultarlo con mi familia, que estaba en shock ante la llamada. Habíamos tenido una comida con amigos y el teléfono sonó justo cuando nos disponíamos a ver una película tranquilos. Se quedaron en ascuas al verme coger el móvil, ponerme en pie de golpe y responder con voz firme: «Presidente». Ellos me apoyaron siempre, incondicionalmente, desde el primer momento.

			Se lo consulté a una persona de confianza, que me hizo una pregunta clave: «¿Qué sentirás si lo rechazas y luego ves que las cosas van mal y que tú hubieses podido hacer algo diferente, que en ese puesto hubieses podido ayudar?». 

			Finalmente, se lo conté al que era mi jefe en la Comisión Europea entonces, el comisario alemán Günther Oettinger. Su reacción espontánea fue decirme que se trataba de un puesto importante, con el riesgo añadido de entrar en un gobierno salido de una moción de censura, si bien eso precisamente lo hacía más interesante. Apasionado de la política, sus palabras fueron: «No risk, no fun» —sin riesgo, no hay diversión—. Me recomendó dar el paso y quedó en que confirmaría con el presidente de la Comisión, Jean-Claude Juncker, que estaba de acuerdo y que autorizaría una excedencia para que me marchara.

			El lunes siguiente por la noche, escapándome de una cena oficial con altos funcionarios europeos y periodistas, le formulé al presidente tres preguntas: quién sería el ministro o ministra de Hacienda, quién tendría la presidencia de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos y quién la competencia en temas digitales y comercio. Sus respuestas me convencieron y acepté su propuesta.

			Ese mismo miércoles, 6 de junio de 2018, tomé un vuelo hacia Madrid con una maleta de mano… y así empezó el periodo más intenso de mi carrera profesional: cinco años y medio, dos mil días, en los que me dediqué en cuerpo y alma a mi país y en los que tuve cinco carteras, pasando de ministra de Economía y Digitalización a vicepresidenta tercera, segunda y primera del Gobierno y a ministra de Economía, Comercio y Empresa. 

			Durante este periodo extraordinario de nuestra historia, hemos tenido que afrontar retos sin precedentes; hacer funcionar gobiernos de coalición inéditos en España; articular una nueva agenda de política económica, muy diferente de las del pasado; tomar decisiones audaces y abordar reformas estructurales de gran calado en un ambiente político extremadamente tenso.

			Quien ejerce un cargo público siempre es un eslabón de una cadena a lo largo del tiempo y tiene que combinar durante su mandato la gestión de lo cotidiano y la respuesta a las emergencias, a los acontecimientos y problemas urgentes, con la puesta en marcha de iniciativas a más largo plazo. Durante un mandato, con un poco de suerte, se pueden tomar una o dos decisiones y activar una o dos reformas verdaderamente trascendentes, que se extenderán más allá de la legislatura y marcarán el futuro del país.

			Pero la acumulación de acontecimientos extremos y decisiones de gran calado del quinquenio 2018-2023 fue realmente extraordinaria, con una avalancha de problemas graves, crisis y shocks, el nacimiento de nuevas políticas públicas y grandes cambios en la estructura económica de España y de Europa. Todo ello, además, en un contexto económico, tecnológico y político en acelerada transformación. Al echar la vista atrás, se me hace increíble lo vivido y lo logrado en este tiempo.

			A lo largo de mi carrera, he tenido que enfrentarme a muchos de los problemas y situaciones que se estudian en los libros de economía, incluyendo la Gran Crisis Financiera que se inició en 2008… Pero nada nos había preparado para responder a una pandemia, una guerra a las puertas de Europa, una crisis energética, la aceleración de la doble transición verde y digital, la recomposición del orden geopolítico mundial… ¡y hasta la erupción de un volcán! A pesar de los enormes retos que afrontamos, el balance es netamente positivo y lleva a una conclusión evidente: políticas diferentes conducen a resultados diferentes.

			Con un gobierno proactivo, capaz de ejecutar medidas valientes y efectivas, salvamos la economía española durante la pandemia y conseguimos una respuesta europea basada en la unidad y la solidaridad, activando una novedosa política contracíclica. Pusimos en marcha un plan coherente y ambicioso de inversión sin precedentes para modernizar el país, financiado con deuda común europea. Y desplegamos, gracias al flujo constante de inversiones, un programa de reforma estructural de gran impacto y largo recorrido, que ya está dando sus frutos.

			Con ello, impulsamos la fuerte recuperación económica de España tras el shock de la pandemia y evitamos un daño estructural que hubiese tenido efectos desastrosos. Controlamos la inflación causada por la guerra en Ucrania antes y mejor que otros países europeos. Y sentamos las bases para que España —esta vez sí— pueda aprovechar las oportunidades del intenso cambio tecnológico que se está produciendo en el ámbito verde y digital, la revolución industrial de nuestro tiempo, con una economía más estable, flexible y moderna y también con una sociedad más resiliente, equilibrada y justa.

			Cuando dejé el Gobierno para incorporarme como presidenta al Banco Europeo de Inversiones, en diciembre de 2023, la economía española crecía con fuerza. El mercado de trabajo marcaba récords históricos de actividad y empleo, con una importante mejora de la estabilidad y salarios crecientes. La inflación se situaba en el entorno del 3 por ciento. El consumo y la inversión productiva se mantenían fuertes, a pesar de la rápida subida de tipos de interés, y el sector exterior presentaba un notable superávit de balanza de pagos, con un peso creciente de los servicios no turísticos, de mayor contenido tecnológico y valor añadido.

			Durante 2024 y hasta el momento de cerrarse este libro, la economía española ha seguido registrando un crecimiento notable de la actividad y del empleo, muy superior al del resto de las economías europeas, en un marco internacional de incertidumbre y gran tensión geopolítica. La balanza de pagos ha continuado dando alegrías, incluso ante la guerra comercial que arrecia durante estos días. En paralelo, ha mejorado el poder adquisitivo de los salarios y la inflación se ha mantenido bajo control.

			En prestigiosas publicaciones internacionales, España ha destacado como la economía desarrollada con mejor desempeño en 2024 y, gracias a la política fiscal responsable, en junio de ese año nuestro país salió por primera vez del grupo de países europeos con desequilibrios macroeconómicos y déficit excesivo, con una situación estable en los mercados financieros e incluso perspectivas de una mejora en la calificación crediticia del país.

			Además, España se ha posicionado como un referente europeo en el ámbito digital y de las energías renovables, empezando a superar su modelo económico «tradicional» de intensos ciclos de crecimiento y recesión, grandes desequilibrios, baja productividad y competitividad únicamente basada en los bajos costes laborales.

			Gracias a esta nueva estrategia de política económica e industrial, se ha generado una ventaja competitiva que está atrayendo importantes inversiones internacionales y proyectos emblemáticos con empleos de gran calidad, impensables en el pasado, en ámbitos punteros como el del hidrógeno verde, la medicina de precisión, la bioeconomía, la economía circular, la computación de alto rendimiento, la computación cuántica o la I+D en fotónica y semiconductores. Estos datos, muy positivos, avalan la política económica seguida desde 2018 que, afortunadamente, ha tenido continuidad hasta hoy. 

			La vida me ha llevado a ser una testigo privilegiada de la Historia, en el ojo del huracán de varias crisis, en la sala de máquinas de relevantes decisiones y en el puente de mando de nuestro país, al lado de personas extraordinarias. Con momentos muy duros y grandes satisfacciones, lo cierto es que mi experiencia personal durante esos cinco años y medio ha sido única.

			Escribir me ayuda a pensar. Así que dediqué buena parte del mes de agosto de 2024 a poner en orden mis pensamientos y a tratar de fijar las lecciones aprendidas como ministra de España, cuando todavía tenía frescos los recuerdos. Durante 2025, he ido actualizando la información y añadiendo algunos desarrollos más recientes, sobre todo en el ámbito internacional, que refuerzan y enriquecen reflexiones y vivencias. El resultado es este texto en el que he recogido de forma sintética mi experiencia y los hitos principales de mi paso por la política nacional.

			En un principio lo estaba escribiendo para mí, pero me he decidido a publicarlo animada por numerosas personas del ámbito económico y mediático, que me han impulsado a compartir mi visión y mi experiencia por su interés al abordar el diseño y ejecución de políticas públicas, cubriendo así también la laguna existente en el análisis económico de las pandemias. Más allá del plano académico, es relevante que los ciudadanos cuenten con un relato completo y ordenado de los acontecimientos de estos años para poder comprender mejor la realidad del presente. 

			La aceleración de la Historia, la intensidad de los hechos, el aumento exponencial y la acumulación de las noticias en estos años no han permitido contar con la calma necesaria ni analizar con profundidad lo vivido, separando el ruido y la anécdota de los sucesos verdaderamente relevantes. A la luz de los acontecimientos más recientes y el movimiento de placas tectónicas que estamos viviendo a nivel internacional, es más importante que nunca entender bien los engranajes de nuestros sistemas democráticos, defender nuestros valores y ser conscientes de nuestras fortalezas de cara al futuro, como españoles y europeos, en este nuevo orden mundial que se está construyendo.

			Nada más llegar al Ministerio de Economía leí las memorias de algunos de mis predecesores en el cargo y me resultaron interesantes. Creo que también merece la pena que este periodo de nuestra historia quede reflejado desde la perspectiva de la persona al frente de la política económica del país. 

			Ese es el objetivo de este libro, estructurado cronológicamente en tres fases muy diferentes. La primera, de gobierno en solitario y dos citas electorales, abarca desde mediados de 2018 hasta finales de 2019. La segunda, de gobierno de coalición, marcada por el shock generado por la pandemia del COVID, ocupa el bienio 2020-2021. Y la tercera, de fuerte recuperación económica e inflación por la subida del precio de la energía causada por la invasión de Ucrania, se cierra con mi salida del Gobierno para incorporarme como presidenta del Banco Europeo de Inversiones, casi con las campanadas de fin de año. Estos últimos acontecimientos ocurrieron durante el bienio 2022-2023. En el epílogo recojo algunas reflexiones personales más generales que cubren todo el periodo. 

			Me gustaría añadir dos advertencias finales a los lectores. En primer lugar, este libro no es un manual de teoría económica. Aunque naturalmente el texto explica el cambio de paradigma de política económica frente al dominante desde los años ochenta y detalla las estrategias, acciones y reformas, he tratado de minimizar el lenguaje técnico, simplificar los conceptos y explicar las acciones de forma accesible. Esta ha sido una de mis prioridades durante estos años: explicar las cosas complicadas de la manera más clara y sencilla posible, acercando a los ciudadanos el mundo de la economía y las razones últimas de las acciones y decisiones del Gobierno.

			En segundo lugar, estas líneas defraudarán a los lectores que busquen vendetta o detalles escabrosos sobre la relación personal con otras figuras públicas. Salvo en aquellos casos en que es interesante exponer los distintos argumentos para comprender mejor el proceso de decisión, no hay muchas referencias a personas o conversaciones concretas. Además del necesario deber de secreto y discreción sobre situaciones específicas, he logrado, y me alegro por ello, atravesar estos años de máxima exposición pública sin caer en la tentación de la crítica personal, que no aporta nada positivo, así que no lo voy a hacer en este libro.

			Es, simplemente, el relato ordenado de esta intensa etapa de nuestras vidas. Unas memorias personales para arrojar luz sobre algunas decisiones y situaciones que pueden tener interés, por su trascendencia para los lectores de hoy y del futuro. También para ilustrar el inmenso poder transformador y la contribución positiva para el conjunto de la sociedad de la buena política, el trabajo honesto, el compromiso con el interés general y el servicio público. 

		

	



		
			Primera parte
DESPEGANDO

		

	



		
			1
El Gobierno bonito

			 

			 

			El 6 de junio de 2018 aterricé en el Gobierno de España, con un gran bagaje profesional y una sólida reputación internacional pero siendo una perfecta desconocida para el gran público de nuestro país.

			A partir de la toma de posesión del nuevo presidente, Pedro Sánchez, se empezaron a conocer los nombres de los ministros de aquel primer gobierno salido de la moción de censura. Dada la rapidez del cambio, los medios no tuvieron tiempo para especulaciones y quinielas, y cada anuncio supuso una gran sorpresa. El goteo de nombres a partir del lunes 4 de junio iba configurando un equipo muy potente que, en algunos medios, se bautizó como «el Gobierno bonito».

			Por una parte, se incorporaban personas de gran calibre, progresistas, pero fuera del aparato del partido, como Josep Borrell, Pedro Duque o Fernando Grande-Marlaska. Por otra, se incluía a los cuadros del Partido Socialista que habían acompañado al presidente. Finalmente, había otras personas con certificada experiencia de gestión en el ámbito autonómico, como María Jesús Montero en Sanidad y Presupuestos en Andalucía e Isabel Celaá en Educación en el País Vasco. Se iba conformando un gobierno de alto nivel, con personas de reconocido prestigio, que representaban lo mejor de España y daban un paso al frente para apoyar un cambio de rumbo.

			Tras una larga e intensa carrera como economista en España y la Unión Europea, habiendo tenido distintos puestos de alta responsabilidad y gran visibilidad en el mundo de las instituciones financieras internacionales, en 2018 estaba en el que entonces creía mi momento de máxima plenitud profesional y personal. Después de doce años en la Comisión Europea, era una persona bien conocida en la «burbuja de Bruselas», en el ámbito académico internacional y también en el sector privado. Tenía bastante presencia pública en eventos y encuentros con la prensa, y me había hecho un lugar en el difícil mundo de las instituciones internacionales al haber dirigido con éxito grandes equipos y proyectos de gran envergadura en ámbitos de enorme complejidad técnica y con escasa presencia de mujeres.

			Sin embargo, en el ecosistema político-mediático de Madrid, era una desconocida. Salvo algunas entrevistas en radio y periódicos —entre las que me gustaría destacar la que me hizo Julia Otero en la radio, cuando era responsable de Servicios Financieros, con un perfil personal muy cariñoso y acertado—, me había mantenido al margen de la política y los medios.

			Mi primera intervención pública tras aceptar el puesto de ministra de Economía tuvo lugar el día anterior a que se conociera mi nombramiento, en un panel sobre mujeres y economía —«womenomics»— de la prestigiosa conferencia anual de la Comisión Europea en el área económica y financiera. Ese martes 5 de junio, de forma instintiva, mi discurso fue más político, con un tono más personal y un grado más apasionado que el habitual al hablar de igualdad de género. En aquel instante, no sabía la trascendencia que tendría mi vertiente más feminista para definir mi perfil público en España, pero lo cierto es que me sentí cómoda al empezar a salir de mi zona de confort y del lenguaje técnico mientras reflexionaba sobre un asunto sobre el que tenía (y tengo) fuertes opiniones e ideas claras.

			Como buena funcionaria, siempre había mantenido una línea de comunicación pública profesional y técnica, sin entrar en debates partidistas. Había trabajado en gobiernos y con comisarios de distinto signo político y había construido a lo largo de los años muy buenas relaciones con los principales líderes empresariales españoles y europeos. Eso hizo que, ante la incertidumbre generada por el cambio de gobierno, el anuncio de mi nombre diera tranquilidad y fuera bien acogido por los medios empresariales y financieros, como reflejó el tuit publicado por Ana Botín, con la que precisamente había coincidido por casualidad el día anterior —y a la que no había podido decir nada, naturalmente— en el seminario económico celebrado en Bruselas.

			Ante la falta de información sobre mi persona, con un pasado poco controvertido como outsider de la política española, toda mi experiencia y mi bagaje profesional y personal hasta el momento se sintetizó en una expresión: «Tecnócrata ortodoxa de Bruselas». Ese perfil, sin duda acertado, pero también parcial e incompleto, me ha acompañado desde entonces.

			Tengo un gran respeto por las personas que conocen bien su ámbito de responsabilidad, que profundizan en los temas y son precisas y fiables en sus análisis. Hay quien considera que un tecnócrata es un político que sabe de lo que habla, así que no me molestó que me definieran con este término. Ahora bien, lo de «ortodoxa» siempre me llamó la atención.

			Desde que tengo memoria, y con una educación fuertemente anclada en la defensa de los valores humanistas y el respeto por las instituciones, he tenido claro que con el dinero público —o el poder— no se juega. Creo que hay que hacer una gestión responsable de lo público y que la deuda es una carga para las generaciones futuras que hay que invertir bien, de forma productiva, para lograr un crecimiento económico fuerte que permita devolverla sin problemas. Me gusta el orden y soy muy exigente, conmigo misma y con los demás.

			En todos los puestos, me he guiado por fuertes principios y convicciones, pero también con pragmatismo y respeto por los puntos de vista diferentes. Así he ido articulando una visión estratégica, pero bajando siempre al cuarto de calderas, atendiendo a los detalles técnicos y a los engranajes administrativos para lograr resultados prácticos.

			Como funcionaria de carrera, tengo una visión a largo plazo, que va más allá de una legislatura, y eso me da una gran resiliencia y perseverancia; dos requisitos básicos para poner las cosas en perspectiva, no desanimarse ante los contratiempos, superar los obstáculos y sacar adelante proyectos difíciles y ambiciosos. 

			Todo eso me define y me identifica como una persona responsable y rigurosa. Pero nunca he destacado por alinearme con las posiciones mayoritarias o el pensamiento único, por acomodarme a «lo que siempre se ha hecho» o aceptar como dogmas las políticas del pasado. Entiendo la política como un servicio público y también como una oportunidad para cambiar el mundo, para contribuir a un futuro mejor para nuestros hijos y nietos.

			Estoy convencida de que la economía solo puede crecer de manera sostenible si hay un tejido social fuerte que permita aprovechar el talento de todos los ciudadanos. Como dice Adam Smith en su obra seminal La riqueza de las naciones, estoy segura de que ninguna sociedad puede florecer y ser feliz si una gran parte de sus miembros son pobres y miserables.[1]

			No me resigno, tengo confianza en la capacidad del ser humano para superar los obstáculos y siempre he estado comprometida con la construcción de un mundo más justo y próspero, con una visión progresista, europeísta y feminista que marca todas mis decisiones.

			Lo cierto es que más que asumir las posiciones ortodoxas, ¡he dedicado mi carrera a cambiarlas! Las dos personas que mejor me calaron fueron Emilio Ontiveros —tan querido y añorado— y Antón Costas, que vieron en mí desde el principio a una reformista.

			Si miro atrás, la línea que ha marcado mi carrera es la transformación. Allá donde he estado, he cambiado los modos de trabajar y hasta de hablar, llevando a las organizaciones y a las personas a su máximo potencial, con objetivos más ambiciosos, de mayor impacto.

			Desde la articulación del marco de decisiones para el control de concentraciones en España a la reforma de los fundamentos del sistema comunitario; de la Ley española de Defensa de la Competencia a la incorporación del análisis económico en el análisis de las operaciones de concentración empresarial; desde la incorporación de medios digitales a la agilización de procedimientos; desde el gran paquete europeo de reforma regulatoria en respuesta a la Gran Crisis Financiera —pasando de las directivas a los reglamentos— a la creación de la Unión Bancaria; desde el papel político del presupuesto comunitario al nuevo Marco Financiero Plurianual… Siempre he tenido un impacto transformador y modernizador en las organizaciones que he liderado, afortunadamente con muy buenos resultados.

			Lo que, sin duda, fue bastante acertado en mi perfil público era —y es— mi vinculación con el proyecto europeo. Soy profundamente proeuropea, porque creo que juntos somos más fuertes y que la Unión Europea ha sido el principal vector de paz, prosperidad y estabilidad en nuestro continente, asolado por las guerras a lo largo de su historia. En las instituciones europeas me consideran «uno de los suyos», y a lo largo de estos años he tratado de facilitar el diálogo entre España y Bruselas, ayudar a cumplir las normas y posicionar nuestro país como un socio importante, confiable, en el corazón de la toma de decisiones a nivel internacional.

			Más allá de las etiquetas, estos son los rasgos que me definen, y fueron parcialmente captados por las primeras reseñas y opiniones publicadas ante mi nombramiento como ministra. Lo cierto es que traía conmigo una buena reputación, con una sólida red de contactos y amigos, en las instituciones europeas y a nivel internacional, en gobiernos, empresas e instituciones, y mi incorporación al Gobierno fue percibida en el ámbito económico como un factor de confianza y estabilidad. Era una persona sensata y equilibrada: «de Bruselas».

		

	



		
			2
La mochila de Bruselas

			 

			 

			Llegué a la Comisión Europea en 2006, reclutada a través de un proceso selectivo, como directora general adjunta de Competencia para ocuparme del área con más poder, y también la más expuesta, de la reputada Dirección General de Competencia: el control de Concentraciones. 

			Mi nombramiento en uno de los puestos directivos de más influencia —y más codiciados— en la Comisión respondió al empeño de la comisaria holandesa, Neelie Kroes, que apostó por mí, impresionada por mi autoridad técnica y valentía personal, según dijo públicamente en múltiples ocasiones, justo después de ganar como directora general de Competencia de España la batalla jurídica ante el Tribunal de Justicia Europeo para conservar bajo jurisdicción nacional la decisión sobre la concentración Gas Natural-Endesa. Esa operación fallida, emblema de múltiples intereses políticos y económicos, es, sin duda, uno de los hitos trascendentales de la historia económica de España, con un gran impacto en el mercado energético que arrastramos hasta nuestros días. También fue uno de los puntos de inflexión de mi carrera, desde que saltó la noticia de la opa en septiembre de 2005. Guardo muchos recuerdos intensos y anécdotas de ese proceso. Pero esta es otra historia que no tiene lugar en estas páginas. 

			El caso es que en la primavera de 2006 se publicó la convocatoria para cubrir el puesto de director general adjunto para Concentraciones en la Comisión Europea. Mi perfil encajaba como anillo al dedo. Consulté con el secretario de Estado, David Vegara, y el ministro, Pedro Solbes, que me apoyaron sin reservas ante la importancia de esa posición para España.

			Desde el punto de vista profesional, había llegado al nivel máximo de la carrera como alta funcionaria en España, como directora general en el Ministerio de Economía y Hacienda. Había puesto en marcha el marco de análisis de las concentraciones empresariales y gestionado ya cientos de operaciones y expedientes sancionadores por abuso de posición de dominio o acuerdos anticompetitivos. Y justo habíamos cerrado el ciclo de reforma de la nueva Ley de Defensa de la Competencia, con un proceso ejemplar de consulta pública y modernización legislativa, que finalmente se aprobaría casi por unanimidad en el Congreso en 2007.

			Todavía podía quedarme algunos años más en la Administración nacional, pero estaba al final del ciclo como Técnico Comercial y Economista del Estado y el paso siguiente de mi carrera implicaba pasar al mundo político, que no me atraía en aquel momento, o bien irme al sector privado, como hacían tantos otros profesionales en derecho de la competencia, opción que me planteé también, pero que no me apasionaba.

			Desde el punto de vista personal, irme a Bruselas con mi familia tenía un coste, pero también era una oportunidad, pues abría a nuestros hijos la posibilidad de crecer en un entorno internacional y conocer otras culturas, otros idiomas. Siempre podíamos probar un par de años y volver a España si no encajábamos bien.

			Me presenté al proceso de selección y tras numerosas pruebas y entrevistas, en la Comisión y en un centro de evaluación independiente para la búsqueda de directivos, el 19 de julio de 2006 recibí la llamada de Neelie Kroes, que me informaba de que el Colegio de Comisarios había tomado la decisión de nombrarme directora general adjunta de Competencia. Nos íbamos a Bruselas. En agosto buscamos casa, colegio, organizamos todo, y a finales de mes desembarcamos en nuestra nueva vida.

			Llegué a la Comisión Europea con un potente bagaje profesional, gracias a la variada e intensa experiencia en puestos de responsabilidad en el Ministerio de Economía, bajo gobiernos de distinto signo político, en los ámbitos del análisis y la previsión macroeconómica, el comercio internacional, la política económica y la defensa de la competencia.

			Me sentía segura sobre el contenido del cargo, pero no era consciente del salto cuantitativo y cualitativo que suponía trabajar en una institución internacional tan potente como la Comisión ni del shock que mi nombramiento había causado en los pasillos. Y es que, como descubriría más tarde, el nombramiento de una mujer, española, que además era el alto directivo más joven de la historia de la institución, en uno de los puestos más poderosos de la Comisión generó mucha expectación. También provocó muchas resistencias en un organismo con largas carreras verticales, poca movilidad, escasas mujeres directivas —y menos aún con hijos— y muchas personas con planes de promoción que se veían trastocados con mi llegada.

			Cuando aterricé en la Comisión, no podía ni imaginar el impacto disruptivo de mi nombramiento y eso me ayudó a enfocarme en trabajar mucho y bien; a centrarme en sobrevivir y adaptarme al nuevo equipo, al entorno laboral, a los procedimientos y costumbres, a las siglas, al inglés comunitario…, porque me lancé de lleno y sin red.

			Me incorporé a la Comisión el viernes 1 de septiembre y al lunes siguiente ya tenía en la agenda una reunión de alto nivel para negociar una de las fusiones más sensibles en marcha en el mercado energético europeo en plena ebullición: la compra del operador belga de gas Suez por el gigante francés Gaz de France. Al preguntar quién presidiría la reunión, me respondieron: «Tú, claro», y al pedir orientación a mi jefe, el director general británico Philip Lowe, conocido por su lenguaje críptico, básicamente me dijo: «No te preocupes. Sabes lo que hay que hacer».

			Fue la primera de numerosas reuniones y negociaciones de alto voltaje en esa primera fase de mi carrera en las instituciones europeas. El control de las concentraciones empresariales es una palanca muy poderosa para evitar que las compras y fusiones de empresas lleven a la eliminación de la competencia y la creación de gigantes que lleguen a controlar un sector y abusen de su posición de dominio en perjuicio de los ciudadanos, subiendo precios, restringiendo la oferta o imponiendo condiciones leoninas a sus proveedores o clientes. Los intereses en juego son enormes, y por eso el derecho de la competencia supone un negocio importante que atrae a los mejores profesionales, a las más destacadas empresas de consultoría económica y a los mayores despachos de abogados del mundo.

			Yo ya me había hecho un nombre como experta en la materia, tanto en España como en otras capitales europeas. Había tomado decisiones difíciles, participado en conferencias internacionales de relevancia, publicado artículos de referencia, y tenía el respeto del ecosistema de despachos, empresas, consultores e instituciones en el mundo de la competencia. Eso me permitió asumir la responsabilidad con normalidad y adaptarme rápidamente a los equipos y los procedimientos.

			Durante esas primeras semanas en Bruselas, me hicieron un perfil personal en el que era entonces el periódico que recogía las novedades y cotilleos en torno a las instituciones comunitarias, European Voice. Tomaron como base unas conversaciones sueltas durante una cena informal y en ese texto se consolidaron algunos mitos y medias verdades que se han ido extendiendo hasta hoy. Por ejemplo, que me gusta cocinar, tema que siempre da lugar a alguna pulla cariñosa por parte de mis hijos. Desde ese momento, mi fuerte instinto de protección de la intimidad me ha hecho no comentar, precisar ni desmentir ninguna de las muchas falsedades que se han dicho en los medios sobre mí y mi familia.

			El equipo que iba a liderar, del que conocía a una o dos personas, estaba sumido en una cierta crisis de identidad tras los importantes reveses del Tribunal de Justicia a la prohibición de una serie de fusiones, polémicas y de alto voltaje político, adoptadas bajo el mandato del comisario anterior, Mario Monti. En poco tiempo, consolidé mi posición al frente del excelente equipo de profesionales entregados de la dirección general, apodada en los medios de la burbuja bruselense como «the mergers lady», la dama de las concentraciones.

			Y un par de años más tarde, la Comisión decidió ampliar significativamente el ámbito de mis responsabilidades para cubrir también la lucha contra las conductas anticompetitivas, los abusos de posición de dominio y, en particular, los cárteles. Con ello, pasé a dirigir un equipo mucho más grande y diverso, con procedimientos más próximos a la investigación policial y los procesos judiciales penales, encargado de investigar y sancionar los acuerdos secretos entre empresas para repartirse mercados y licitaciones, coordinar precios y tratar de abusar de los clientes, proveedores y competidores más débiles.

			La ampliación de competencias me permitió incorporar a los expedientes sancionadores las técnicas aplicadas al control de concentraciones, con plazos más cortos y un análisis más económico. Con ello, logramos agilizar los procedimientos administrativos, más largos y prolijos por su naturaleza cuasipenal y por el gran impacto de las decisiones, que podían conllevar multas milmillonarias a grandes empresas mundiales. También pude lanzar proyectos de digitalización para modernizar los sistemas de gestión interna y las consultas masivas de mercado, donde había que gestionar enormes volúmenes de datos. 

			Con el estallido de la crisis financiera en 2008, completé mi visión de la política de competencia al participar en las intensas reuniones en las que se analizaban las ayudas públicas masivas que se fueron dando en distintos países europeos para tratar de evitar el colapso del sistema bancario. Esas reuniones, que ocuparon casi todos los fines de semana durante meses, me proporcionaron una buena visión de conjunto del sector financiero europeo, los rescates y las fusiones, profundizando en la estructura de los balances bancarios y los factores de éxito y fracaso de las diferentes respuestas nacionales y empresariales a la incipiente crisis… Una experiencia que ha sido enormemente valiosa para el resto de mi carrera y que determinó el siguiente paso en la Comisión Europea.

			En el otoño de 2010, poco después del cambio de mandato de la Comisión en el que se incorporó Joaquín Almunia en la cartera de Competencia, me pidieron que asumiera la responsabilidad de directora general adjunta responsable de Regulación Financiera. Se trataba de un movimiento horizontal con riesgo. Como era la española más senior en la Comisión, con cuatro años de antigüedad y una buena hoja de servicios, estaba en una posición inmejorable para ocupar la siguiente Dirección General que quedase vacante y encajase con mi perfil. Moverme desde la política de competencia a la regulación financiera exigiría un compromiso de varios años y excluía cualquier posible ascenso a corto plazo. Por eso, el presidente de la Comisión, José Manuel Durão Barroso, me recibió personalmente para convencerme de las bondades del cambio de trabajo y se comprometió a tener en cuenta el riesgo que yo asumía al ocupar uno de los puestos más complicados de la institución en ese momento. A cambio de mi disposición a encargarme de la patata caliente, él haría todo lo posible por ascenderme y nombrarme directora general antes de terminar su mandato en la Comisión… Pero solo si lo hacía bien, claro.

			El 1 de noviembre de 2010 me trasladé desde la Rue Joseph II hasta la Rue de Spa. De la Dirección General de Competencia a la de Mercado Interior, como responsable de Servicios Financieros. En jerga de la burbuja comunitaria, de la DG COMP a la DG MARKT. La mudanza física no fue grande, apenas unos metros dentro del barrio europeo, pero el cambio de perspectiva fue radical.

			Tras cuatro años en un ámbito muy ejecutivo y especializado, con batallas épicas con las grandes empresas europeas e internacionales en numerosos sectores, desde la energía a los servicios digitales, las líneas aéreas, la industria farmacéutica o el transporte marítimo, pasaba a un puesto de corte más regulatorio y legislativo, además centrado en un único sector, el financiero, inmerso en un maremágnum a nivel mundial de proporciones desconocidas.

			El nuevo equipo me acogió muy bien. Llegaba con un buen cartel como manager, tras haber recuperado el respeto y la autoestima de los equipos de Competencia y gestionado con éxito cientos de casos de fusión y procedimientos sancionadores. Pero tenía que profundizar en un nuevo ámbito altamente técnico, ganarme el respeto de una nueva comunidad profesional y aprender un nuevo idioma con miles de acrónimos y una multitud de ecosistemas diferentes, desde los bancos a los seguros, la contabilidad y auditoría, las bolsas de valores, los fondos de inversión o las agencias de notación. 

			Al tener la Comisión la autoridad exclusiva en materia de política de competencia, había trabajado hasta entonces desde una posición de gran poder, una función ejecutiva desde la que interactuábamos, sobre todo, con el sector privado. Sin embargo, el nuevo puesto en la regulación de los servicios financieros me situaba en el corazón del sistema legislativo y del juego institucional comunitario. Había que tratar con las otras instituciones europeas y los gobiernos nacionales, empezar a aprender el lenguaje diplomático y dominar los cauces y procesos políticos para lograr sacar adelante un cambio radical del marco regulatorio y así recuperar la confianza y la estabilidad financiera en Europa. Y todo ello justo cuando la crisis bancaria empezaba a golpear de lleno a los bancos europeos y se extendía al conjunto de la economía.

			Así, viví en primera línea la crisis del euro, trabajando a las órdenes de un comisario francés —Michel Barnier— y un director general británico —Jonathan Faull— para reformar en profundidad el marco de regulación y supervisión y tratar de evitar una repetición de la debacle generada por las décadas de globalización, la financiarización de la economía, la desregulación ultraliberal pero, sobre todo, por el comportamiento irresponsable de los principales actores del sector financiero, libres para actuar ante un marco laxo de supervisión basado en la convicción de que el mercado se autorregularía y sabría estabilizarse, distribuyendo y gestionando los riesgos de forma eficiente.

			Nos enfrentábamos a una crisis financiera de gran envergadura, pero nadie sabía entonces que teníamos por delante además una larga recesión, que se pondría en riesgo la propia existencia del euro y que viviríamos una crisis política que pondría a prueba a la Unión Europea.

			Durante esos años, trabajé sin cesar para apagar cada día un nuevo fuego, responder a problemas sin precedentes, afrontar decisiones difíciles y liderar un equipo que tenía que poner en marcha un ambicioso programa legislativo muy complicado desde el punto de vista técnico y extremadamente delicado desde el político.

			Cada día despertábamos con un nuevo vaticinio sobre el final del euro al término de esa semana y las negociaciones de los distintos paquetes legislativos duraban días y largas noches, con encarnizadas batallas entre los diferentes intereses, en las que el dominio de los detalles técnicos era clave, como también lo era la capacidad de escucha y de búsqueda de consensos.

			En julio de 2012 la Unión Europea empezó a recuperar la estabilidad financiera con el whatever it takes —cueste lo que cueste— de Mario Draghi en el Banco Central Europeo. Y en octubre de 2013, tras un exhaustivo trabajo durante el verano, culminamos el proceso legislativo de esos años con la creación del mecanismo único de supervisión y de resolución para los grandes bancos de la zona euro: los dos primeros pilares de la Unión Bancaria.

			Recuerdo las largas conferencias telefónicas, ya que todavía no había la posibilidad del vídeo, para redactar los textos legales. Y las intensas negociaciones, sobre todo en el Consejo de los Ministros de Asuntos Económicos y Financieros (el Ecofin), en las que los ministros de los grandes países echaban el resto, dada la trascendencia de cada artículo, cada nota al pie de página, para el futuro del sector financiero.

			Logramos sacar adelante las nuevas normas gracias a la presión de los mercados de deuda pública sobre las economías del euro y la consciencia de todos los actores de estar al borde del abismo. Era el momento de armonizar las reglas y avanzar en la Unión Bancaria, y lo hicimos.

			Como me recordaron los compañeros de las distintas instituciones cuando volví al Ecofin, ya como ministra de España, lo cierto es que tuve un papel importante en este proceso y un gran protagonismo en las reuniones, siempre al lado de Michel Barnier, entonces comisario de Mercado Interior, luego negociador jefe para el Brexit y después primer ministro de Francia.

			Con él y su gabinete establecí una excelente relación de trabajo a través de las muchas reuniones internas, las largas noches de negociación con los ministros de Finanzas y los viajes por todo el mundo para articular un nuevo marco de gobernanza económica y financiera acorde con la globalización.

			Nunca olvidaré las acaloradas discusiones con los principales ministros de Economía y Hacienda europeos a altas horas de la madrugada, para convencerles de la necesidad de avanzar en la armonización regulatoria y en la integración de la supervisión bancaria a nivel europeo. 

			También en esa época desarrollé una buena amistad con mi jefe, el director general de Mercado Interior, el británico Jonathan Faull. Inteligente y encantador, formamos desde el primer día un gran tándem gracias a un perfecto reparto del trabajo de representación y de producción técnica, atendiendo a nuestros respectivos perfiles e intereses.

			Los años de especialización en el ámbito de la política de Competencia, en España y en Bruselas, me aportaron un gran prestigio como profesional sólida, firme en la negociación, pero también honesta y proporcionada. Tough but fair —dura pero justa— fueron los términos que numerosos abogados acuñaron para describir las negociaciones y las reuniones que tenían conmigo.

			Mis primeros años en la Comisión también me permitieron desarrollar la capacidad de dirigir proyectos ambiciosos y grandes equipos y modernizar los procedimientos de gestión, incorporando las nuevas tecnologías. Junto a ello, la etapa de servicios financieros me aportó cinco activos primordiales. En primer lugar, salir del silo y la comodidad de un ámbito de trabajo autónomo, una isla, y poder tener una visión de conjunto de la Comisión, pues había que coordinar las acciones de varias Direcciones Generales de gran peso con directivos de fuerte carácter.

			En segundo lugar, una intensa experiencia de interacción con las otras instituciones europeas, con largas horas en el Consejo tratando de tú a tú a los ministros más poderosos de Europa, muchos momentos de tensión con los eurodiputados en el Parlamento Europeo —especialmente los británicos— y un trabajo estrecho con el Banco Central Europeo.

			Además, en tercer lugar, esa etapa me proporcionó una gran red de contactos personales en todo el mundo, en el ámbito público y privado, que he mantenido desde entonces y que fue importante durante mi etapa en el Gobierno de España.

			En cuarto lugar, la intensa experiencia de esos años me permitió aprender que las crisis no son lineales: se inician con una chispa inesperada, tardan en estallar más de lo que se piensa, pero una vez que se desencadenan, pueden acelerarse exponencialmente.

			Por último, aprendí que es fundamental comprobar la información por varias vías. En muchos casos, los bancos centrales afirmaban la solidez de entidades financieras que caían al día siguiente, leíamos anuncios sobre posibles operaciones que no se correspondían para nada con la realidad y muchas fuentes respondían a los intereses específicos de unas u otras empresas, una u otra jurisdicción. En general, y especialmente en tiempos revueltos, hay que tomar con escepticismo y verificar siempre lo que dicen los supervisores, las partes interesadas y los medios de comunicación.

			Visto con perspectiva, la experiencia vivida en el ojo del huracán de la crisis financiera resultó clave para afrontar como ministra, años más tarde, la crisis generada por la pandemia con solvencia, seguridad y serenidad. También para abordar un programa coherente de transformación del país con ambición y determinación.

			Una vez culminado con éxito el proceso de regulación financiera, con más de cuarenta proyectos normativos aprobados y acercándose las elecciones europeas de 2014, retomé con el presidente Barroso nuestra conversación de cuatro años antes.

			Me interesé primero por la Dirección General de Energía porque había acumulado bastante experiencia en ese ámbito, técnicamente muy complejo, tanto en España como en Bruselas…, pero el Gobierno español no me apoyó para ese puesto, argumentando que podría ser contraproducente e incómodo, dado que era un terreno de mucho conflicto entre la Comisión y España. Así que el jefe de gabinete del presidente Barroso me planteó la opción de las dos Direcciones Generales que quedarían vacantes antes del final de mandato de la Comisión: la de Presupuestos y la de Justicia.

			Expresé mi preferencia por la de Justicia porque, después de tantos años en posiciones muy especializadas en el terreno económico, en constante conflicto con las grandes corporaciones, los bancos y los despachos de abogados, tenía ganas de cambiar de vida y ocuparme de temas más sociales, más humanos. Sobre todo, me ilusionaba contribuir a mejorar las políticas relacionadas con los niños y las mujeres…, pero finalmente me dijeron que tenía que pasar a la Dirección General de Presupuestos: convenía remplazar cuanto antes al director general, que iba a jubilarse, y asegurar así la continuidad en ese puesto tan delicado ante el cambio de Comisión.

			En aquel momento, la Dirección General de Presupuestos se consideraba un cargo complicado, muy técnico y gris, constantemente criticado y atacado por los Estados miembros; un mundo aparte del resto de la Comisión y muy lejos del glamour de las políticas «de futuro» como la innovación y la ciencia. El presupuesto comunitario, simbolizado por las dos grandes políticas «clásicas» de agricultura y cohesión, era claramente el blanco de los movimientos antieuropeos y muy especialmente el chivo expiatorio de todos los odios de los defensores del Brexit.

			En general, el presupuesto europeo era un tema poco atractivo para comunicar en público y la interacción diaria era, sobre todo, con las otras instituciones europeas y los expertos en presupuesto de los Estados miembros.

			En fin, no parecía un puesto ni divertido ni fácil, pero me apetecía mucho cambiar una vez cerrado el ciclo de respuesta a la crisis financiera y me atraía la idea de profundizar en un instrumento clave de política económica: el presupuesto.

			Así que en mayo de 2014 me trasladé a un luminoso y tranquilo despacho de la Avenue d’Auderghem dispuesta a aprender un nuevo trabajo, muy diferente de los anteriores: con otro lenguaje y una red de relaciones totalmente distinta de la que había construido hasta entonces, que abarcaba a todas las Direcciones Generales de la Comisión, los embajadores de los Estados miembros y el ecosistema estable de expertos y comités especializados del Parlamento Europeo y del Consejo, que siguen muy de cerca toda la ejecución presupuestaria. También tenía que adaptarme a un nuevo equilibrio de fuerzas.

			Dejaba atrás los ámbitos en los que la Comisión tenía una competencia exclusiva o gran poder de iniciativa legislativa —en otras palabras, la sartén por el mango— y pasaba a un terreno de constante ataque por parte de los Estados miembros, siempre exigentes, con el caso extremo del Reino Unido. Nunca olvidaré las difíciles comparecencias en la Cámara Alta, la House of Lords británica, respondiendo —con respeto pero con firmeza— a algunos de los mayores críticos de la Unión Europea… ¡que eran también algunos de los principales beneficiarios de las subvenciones de la política agrícola comunitaria, financiada con el presupuesto europeo!

			Tuve cuatro comisarios en ese puesto, con los que me entendí muy bien, todos del Partido Popular europeo: dos polacos; la vicepresidenta búlgara Kristalina Georgieva, que dejó el puesto para irse de número dos del Banco Mundial; y finalmente el comisario alemán Günther Oettinger. 

			El presupuesto y la gestión financiera ponen el dinero donde otros ponen palabras. Frente a la retórica o las grandes declaraciones, la asignación de recursos para una u otra política, uno u otro proyecto, muestra las verdaderas prioridades de una institución; es el espejo que refleja la realidad de las políticas públicas. 

			Como directora general de Presupuestos, me encontraba en el corazón del sistema comunitario y, como pude comprobar en ese tiempo, todos los grandes eventos y decisiones de la Unión Europea pasarían por allí antes o después: para movilizar recursos extraordinarios ante una catástrofe humanitaria o climática, para adaptarse a la salida del Reino Unido, o para articular el novedoso programa de inversiones conocido como «Plan Juncker», que utilizó por primera vez al Banco Europeo de Inversiones como instrumento de apalancamiento del presupuesto comunitario y movilización de inversiones privadas.

			Lo cierto es que, con el Brexit y la gran crisis migratoria por medio, el perfil de la Dirección General cambió durante los cuatro años de mi mandato, pasando de una labor técnica y defensiva a una posición más estratégica y proactiva.

			Poco a poco, fuimos teniendo un papel cada vez más importante para movilizar recursos apoyando las políticas comunitarias y, en particular, para responder a la crisis migratoria. Nos fueron invitando a participar activamente en reuniones más estratégicas y, además, la preparación del nuevo marco financiero 2021-2027 consolidó el creciente peso político de la Dirección General.

			La fuerza del comisario alemán nos dio una mayor autoridad sobre el resto de los comisarios y Direcciones Generales, no solo en relación con el «cuánto», sino también con el «cómo». Ello nos permitió modernizar la estructura del presupuesto y abordar una radical simplificación y concentración de los programas de gasto e inversión, para reducir la burocracia y tener mayor flexibilidad en la gestión. También facilitó la negociación con los Estados miembros en el Consejo, famosa por ser la más dura de todas las de Bruselas, como ilustra claramente el nombre con el que se conoce su fase final: «la noche de los cuchillos largos».

			Con todo ello, la Dirección General de Presupuestos pasó de ser una unidad de carácter esencialmente contable, y en una posición defensiva constante, a estar en el corazón de las decisiones políticas de la Comisión, al lado del Secretariado General como uno de los puntos centrales de poder, con una buena relación con las otras instituciones y una fuerte autoestima del equipo. 

			Presentada la propuesta de la Comisión para el nuevo presupuesto plurianual, en junio de 2018, tenía la vida bastante encarrilada con una situación profesional y personal estable. Había consolidado un perfil sólido como economista y jurista, una fuerte vocación de servicio público y un bagaje potente como gestora de grandes proyectos complicados, alejada de la vida pública y las grandes declaraciones de intenciones e interesada en cambiar las cosas mediante el trabajo discreto.

			En aquel tiempo, seguía de cerca la situación política de España y me alegré mucho del cambio que podía suponer el éxito de la moción de censura que se estaba debatiendo en el Congreso, pero mi perspectiva vital estaba orientada a seguir desarrollando la carrera como alta funcionaria en las instituciones europeas. Nada parecía presagiar el giro de guion que se produciría en mi vida en breve.

			Esa mochila, llena de experiencia y una buena reputación, traje de Bruselas. Los mercados financieros mostraron su apoyo al nuevo equipo, y, como ministra de Economía y presidenta de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, empecé mi tarea para articular un nuevo programa más moderno de política económica. Además de llevar a cabo una gestión responsable y eficiente y responder a los retos que viniesen, estaba decidida a hacer todo lo posible por resolver, por fin, los problemas que España venía arrastrando durante décadas y avanzar hacia un país más productivo y justo, homologable a las grandes economías europeas. 

		

	



		
			3
Aterriza como puedas

			 

			 

			Nunca olvidaré mi primera toma de posesión como ministra el 7 de junio de 2018. Acababa de entrar en casa de mis padres con una maleta de cabina cuando recibí una llamada de la secretaria del anterior ministro, que me pedía la dirección para que alguien fuese a recogerme a la mañana siguiente. Nadie me dio ninguna indicación y no tenía referencias de lo que era una toma de posesión, así que me vestí pensando en dar una imagen discreta y profesional y fui al palacio de la Zarzuela.

			Antes del acto formal que se retransmite en televisión en directo, las personas que van a participar en la ceremonia de toma de posesión y acatamiento de la Constitución están reunidas en una salita y se hace un ensayo. Ese fue mi primer encuentro con los compañeros del Gobierno. Muchos de ellos se conocían y parecían estar cómodos, porque habían vivido el proceso en gobiernos anteriores o tenían referencias. Pero para mí todo era desconocido y nuevo.

			Tengo dos recuerdos imborrables de ese momento: la pasión con la que Dolores Delgado —ministra de Justicia— trataba de convencer al presidente para traer el Open Arms —el barco cargado de personas, muchas de ellas mujeres y niños, que vagaba por el Mediterráneo ante el cierre de los puertos italianos—, que sería una de las primeras decisiones del nuevo Gobierno; y la emoción de conocer a Pedro Duque, el astronauta español, extremadamente popular y querido en nuestro país.

			Tras acatar la Constitución, fuimos a la sede del Ministerio de Economía, en la plaza de Cuzco, para el tradicional traspaso de carteras. Allí tuve una reunión con el ministro saliente, que había estado solo unos pocos meses en el cargo y me puso al día de los principales viajes y compromisos de las siguientes semanas.

			En mi discurso al recibir la nueva cartera, en un acto celebrado en el gran auditorio del edificio de Cuzco, lleno hasta la bandera, compartí la emoción de volver a casa, la ilusión y el orgullo por participar en un gobierno progresista, feminista y europeísta, y no faltaron los agradecimientos a mi familia, a mis predecesores y a mis jefes y mentores (Pedro Solbes, David Vegara y Joaquín Almunia).

			También envié un mensaje claro al equipo del ministerio: «Soy una de vosotros. Tendremos que hacer frente a desafíos, trabajar mucho, pero sé que cuento con vuestro apoyo y profesionalidad. Estoy tranquila». Estos sentimientos, de orgullo y agradecimiento, me han acompañado y motivado cada día desde entonces.

			Tras el paseíllo y las fotos oficiales en Moncloa con las nuevas carteras, tuvimos el primer Consejo de Ministros. Pedro Duque, Teresa Ribera y yo nos sentamos en el fondo de la mesa, como corresponde a los ministerios de más reciente creación, lejos del presidente y por detrás de los Ministerios de Estado, que conforman un bloque fijo desde que se estableció el primer Gobierno en España —Exteriores, Justicia, Defensa y Hacienda—. Enseguida establecimos una cierta complicidad, la de los estudiantes en la última fila de la clase, en el «fondo sur» de la mesa durante esa primera fase, en la que, llenos de curiosidad y energía positiva, poníamos en marcha un nuevo programa de Gobierno. 

			En los márgenes de esa reunión, establecí el contacto con el equipo de Moncloa y, sobre todo, con Félix Bolaños, entonces secretario general de Presidencia del Gobierno y después ministro de Presidencia y Justicia, y Manolo de la Rocha, director del Departamento de Asuntos Económicos del Gabinete de la Presidencia del Gobierno, con los que he desarrollado una excelente relación profesional. 

			Cuando volví al ministerio, tuve una reunión con el jefe de gabinete del anterior ministro, que me informó de que se había ido todo el equipo de comunicación y las secretarias…

			En dos palabras: estaba sola. Me había ido del ministerio doce años antes, así que no tenía un equipo de confianza con el que empezar a trabajar.

			Afortunadamente, la secretaria de Estado de Investigación, Desarrollo e Innovación saliente, Carmen Vela, me recomendó encarecidamente al tándem de Ramona Viñas y Anja Macanás para la secretaría, que ha sido fundamental para poder sobrevivir al ritmo de estos años. «Pata negra, oro puro», me dijo de ellas otro amigo común, y no se equivocaba. 

			Por otra parte, me sugirieron el nombre de Emilio Garrido, periodista de televisión, que se incorporó al equipo como director de comunicación y pudo apoyarme en esa primera fase de choque con la realidad de los medios.

			También contaba con un puñado de excelentes profesionales del ministerio, con los que había trabajado en el pasado en España y en Bruselas, que inmediatamente se pusieron a disposición para ayudarme a aterrizar: Isabel Riaño, Carmen Balsa, Carlos San Basilio, José Carlos García de Quevedo y Ana de la Cueva.

			Apenas tres días después, ese mismo domingo, nos reunimos en el ministerio vacío para diseñar la estructura del organigrama y ver las opciones para los altos cargos. Ese fue el núcleo duro del nuevo equipo —al que se incorporaría más adelante Amparo López Senovilla—, con el que empezamos a tomar las riendas de la política económica del país. 

			Porque hacía falta un cambio en materia de política económica. Todas las previsiones apuntaban al final del ciclo de crecimiento iniciado en 2014, cuando España salió por fin de la profunda recesión generada por la Gran Crisis Financiera, con una economía mucho más débil, más vulnerable, que no había recuperado los niveles de actividad y empleo de 2007 y presentaba niveles muy altos de desigualdad.

			Al llegar al ministerio, me sorprendió la fuerte inercia y el vacío en el liderazgo de la política económica del país. Llevábamos seis años con una aproximación ultraliberal, centrada únicamente en la restructuración del sector bancario y en la superación de la crisis financiera y de deuda, y por lo demás basada en la desregulación y la confianza ciega en el mercado. 

			La política fiscal, a pesar de las recomendaciones de las instituciones europeas e internacionales, no había aprovechado el crecimiento para bajar la ratio de deuda pública lo más rápidamente posible.

			De hecho, en cuanto se estabilizó la zona euro y la economía empezó a crecer en 2014, la prioridad había sido bajar los impuestos, lo que había supuesto una importante merma de ingresos para financiar los servicios públicos y llevado a la apertura de procedimientos sancionadores contra España, por el incumplimiento de las reglas fiscales europeas, que incluso estuvieron a punto de frenar el flujo de fondos estructurales desde el presupuesto comunitario.

			Fruto de las políticas de reajuste económico tras la crisis, el reequilibrio del déficit público y del sector exterior se había basado en una «devaluación interna»; en otras palabras, una caída de los niveles de vida y de inversión del país con gran coste económico y social.

			Esa política económica trataba erróneamente de reducir las ratios de déficit y deuda a base de recortes del gasto y la inversión pública, con una política fiscal intensamente restrictiva, procíclica, que acentuaba la caída de la economía, reflejada en el Producto Interior Bruto (PIB), sin tener en cuenta la retroalimentación de ese círculo destructivo por el impacto del numerador sobre el denominador ni los efectos sobre el bienestar social, la estabilidad política y el daño estructural a largo plazo.

			La bajada de los salarios reales y la utilización generalizada de contratos temporales de corta duración habían llevado a un mercado de trabajo dominado por la precariedad y la baja productividad. Las generaciones más jóvenes se habían tenido que resignar a salir del país o a contratos basura, que desincentivaban la inversión en formación y dificultaban decisiones personales importantes, como comprar una casa o formar una familia. Había un porcentaje considerable de trabajadores pobres que no podían llegar a final de mes a pesar de tener uno o varios empleos. Y la desigualdad social estaba disparada, con tasas de pobreza que no se correspondían con una economía potente como la española.

			Como consecuencia de ese intenso ajuste, España arrastraba grandes carencias de inversión, con una gran descapitalización del país en términos de innovación y ciencia, infraestructuras físicas y sociales, visible en el deterioro y empobrecimiento de los centros de investigación, los hospitales, las escuelas y las universidades de buena parte del territorio.

			En el plano político, la desigualdad y la precariedad habían llevado a la aparición de nuevos partidos en el ámbito nacional, algunos con posiciones extremas, y en Cataluña, además, se habían canalizado hacia el independentismo. 

			Lo cierto es que España llevaba años sin un rumbo claro ni una agenda positiva en la política económica. Más allá de las reformas obligadas por la crisis del euro, como la restructuración del sector bancario, la desindexación y liberalización del mercado laboral, no se habían tomado medidas de calado. Había incluso acciones contradictorias en muchos ámbitos clave, como el energético, en el que se habían dado bandazos y, sobre todo, España había perdido unos años preciosos para modernizar el país y liderar la transición climática, en medio de conflictos que habían frenado el despliegue de las renovables. Con todo ello, la economía española presentaba importantes desequilibrios y arrastraba problemas desde hacía décadas que se habían agravado con la Gran Crisis Financiera de 2008 y las inadecuadas políticas públicas. Más allá de la caída del PIB durante los años de la recesión, el daño estructural había sacado a España de la senda de progreso seguida desde la llegada de la democracia, reduciendo el crecimiento potencial para el futuro. 

			Hacía falta utilizar un nuevo paradigma de análisis y establecer bases diferentes para la toma de decisiones. Había que dejar atrás las recetas en las que estaban anclados muchos analistas y medios de comunicación, tras años de letanía, que equiparaban la gestión responsable de lo público con los «recortes» y «ajustes» y solo atendían a un interés dominante: la bajada de impuestos.

			Esta agenda, muy presente hasta hoy, se ha visto alimentada por la fe ciega en dos mitos intuitivamente atractivos, aunque falsos, la «servilleta de Laffer» y la «economía de goteo» (trickle down economics), según los cuales bajar impuestos aumenta los ingresos públicos y el incremento de la renta de las capas más ricas de la sociedad redunda en el bienestar general, porque se trata de personas con mayor propensión al ahorro y la inversión y, por tanto, esa riqueza goteará o se derramará sobre el conjunto de la economía y mejorará también el bienestar de las capas sociales más bajas. En el mundo real, una bajada de impuestos supone menos ingresos fiscales. Y una política redistributiva que beneficie a los más ricos no significa un mayor crecimiento y prosperidad para el conjunto de la sociedad que otra que aspire a una mejor distribución de la renta; al contrario, cada vez son más los estudios que muestran la relación positiva entre crecimiento sostenible y cohesión social. Como han demostrado con obstinación los datos, estas premisas no se cumplen en la realidad. Pero estos mitos siguen sosteniendo aún hoy algunas ideas y propuestas de política económica, alimentadas por algunos economistas e intereses con gran influencia mediática.

			Afortunadamente, en 2018, la mayoría de los organismos internacionales sí habían aprendido las lecciones de la Gran Crisis Financiera y habían evolucionado hacia una aproximación de política económica mucho más equilibrada, menos anclada en la ideología neoliberal dominante desde los años ochenta del siglo pasado.

			El Banco Mundial había publicado un valioso informe sobre la riqueza de las naciones («The Wealth of Nations») en el que ponía el énfasis sobre el valor del capital humano y el notable rendimiento económico de las inversiones en educación e inclusión social. Había una creciente consciencia sobre la necesidad de ir más allá del PIB de un país para analizar su nivel de desarrollo y bienestar, de la relevancia de tener en cuenta el impacto del cambio climático, y de la importante interrelación entre inversiones, crecimiento y distribución de la renta.

			Los propios mercados de capitales ya habían dejado atrás estas creencias sin fundamento, como demostró el hundimiento, en 2021, del mercado de deuda pública británica en respuesta al anuncio por parte de la (efímera) primera ministra Liz Truss de su plan de política económica, lleno de medidas inspiradas en esta visión ilusoria de la realidad.

			A partir de 2014, la «ortodoxia» de política económica reflejada en las recomendaciones de los organismos internacionales se orientaba cada vez más hacia el objetivo de lograr un crecimiento «inclusivo y sostenible», atendiendo a los indicadores sociales y de desigualdad… Pero el debate público en España seguía anclado en la narrativa de la crisis y asumiendo premisas de política económica ya superadas. Se cumplía a la perfección una de las muchas frases brillantes de Keynes, «lo difícil no es tanto desarrollar nuevas ideas como escapar de las antiguas».[2]

			Y a eso me dediqué desde la primera entrevista como ministra de Economía, en el El País: a tratar de exponer de forma articulada nuevas ideas.

			Además de tener una política fiscal responsable, que permitiese reducir las ratios de deuda y el déficit con crecimiento y creación de empleo, hacía falta disminuir la desigualdad y corregir los desequilibrios agravados tras la Gran Crisis Financiera. Necesitábamos una agenda de modernización que pusiese a España a la vanguardia en la nueva economía verde y digital, que ya empezaba a crecer, que mejorase el clima de negocios, impulsase la inversión productiva y europeizase de una vez el mercado laboral.

			La alta temporalidad, la inestabilidad y la precariedad constituían los principales lastres para seguir en la senda de progreso y crecimiento sostenible. Había que conjugar crecimiento y distribución de la renta, poniendo en valor la rentabilidad de la inversión en infraestructuras sociales y luchando contra la desigualdad y la pobreza infantil. 

			En otras palabras, el nuevo Gobierno atendería a los mercados y también a los ciudadanos, gestionaría los recursos públicos con rigor, impulsaría un nuevo contrato social para un crecimiento justo y pondría en marcha reformas e inversiones para modernizar el país y resituar España en un camino de crecimiento sostenible desde una triple perspectiva: económica y financiera, medioambiental y social.

			Esta visión se concretaba en una agenda de política económica basada en tres principios —responsabilidad fiscal, justicia social y reformas estructurales— que he repetido sistemáticamente en todas las intervenciones públicas durante estos años.
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